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MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (05) de diciembre de dos mil ocho (2008)
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 775
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	08:30 a.m.

	Imputado: 
	Juan Carlos Quintero Rengifo

	Cédula de ciudadanía No:
	18’517.922 de Dosquebradas (Rda.)

	Delito:
	Falsedad en documento privado

	Víctima:
	Cámara de Comercio de Pereira.

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el 23 de abril de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que por parte del Secretario General de la Cámara de Comercio en esta ciudad, se puso en conocimiento de la Fiscalía General el delito del cual venía siendo víctima esta institución, consistente en que uno de sus cajeros de nombre JUAN CARLOS QUINTERO RENGIFO, en razón de sus funciones captaba dinero del público y entregaba a cambio los recibos de pago; empero, posteriormente imprimía de nuevo el recibo de caja con igual información pero con cifras diferentes, y mediante información falsa hacía anular el original por parte de la Jefe de Control Interno para de ese modo apropiarse del recaudo.
Otra modalidad consistía en que el certificado de proponentes que valía $19.000.oo, lo presentaba a la entidad como cobrado mediante un formulario de proponentes de $2.900.oo, apropiándose del excedente.

 Esto tuvo ocurrencia durante los meses de julio de 2005 a enero de 2006.
1.2.- Con fundamento en lo anterior, la Fiscalía le imputó el día dieciocho (18) de enero de 2007 ante el Juzgado Tercero con funciones de Control de Garantías, autoría material en los punibles de HURTO AGRAVADO (arts. 239, 241.2 del Código Penal) -posteriormente se varió su calificación por la de un Abuso de Confianza Calificado- y FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO (art. 289 ibídem), a consecuencia de lo cual el indiciado ACEPTÓ el primer cargo pero no el segundo. Por tal motivo, hubo ruptura de la unidad procesal a efectos de finiquitar el trámite por la vía anticipada en cuanto al ilícito contra el patrimonio económico, y continuar por el rito ordinario lo atinente al injusto contra la fe pública. 
1.3.- Las diligencias por la conducta contra el patrimonio económico fueron avocadas posteriormente por una Fiscalía Local, en tanto lo referido a la Falsedad lo siguió tramitando la Fiscalía Catorce Seccional, autoridad esta última que presentó formal escrito de acusación el día ocho (8) de septiembre de 2007, por medio del cual reiteró los términos de la imputación. Lo anterior, por cuanto “fue él, en el ejercicio de su actividad laboral al servicio de la Cámara de Comercio de Pereira, quien reimprimía los recibos inicialmente expedidos a los clientes, procediendo a insertar en éstos últimos valores diferentes, muy por debajo de lo real, apoderándose del excedente”.
1.4.- El asunto correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento, cuya titular convocó a las respectivas audiencias de Formulación de Acusación (22-10-07 y 16-11-07), Preparatoria (18-12-07) y finalmente el Juicio Oral (08-04-08), al cabo del cual se anunció un fallo de carácter condenatorio. 
Al momento de la lectura de la providencia respectiva, la funcionaria de conocimiento soportó las razones de su decisión en lo siguiente: (i) hay lugar a darle crédito a los funcionarios de la Cámara de Comercio, concretamente a la directora de registro quien le hizo un seguimiento al hoy acusado y pudo constar que las quejas que contra él existían eran ciertas; (ii) eran plurales las modalidades utilizadas para el desfalco y eso está debidamente comprobado con las gestiones de verificación llevadas a cabo por las directivas de la entidad afectada; (iii) restó mérito a las alegaciones concluyentes por parte del defensor, en cuanto asegura que faltó diligencia en la investigación, como por ejemplo haber hecho una inspección a los documentos contables para obtener la información pertinente y de allí cotejarla con los recibos que poseían los clientes; igualmente, el dictamen grafológico para demostrar que su representado fue quien realizó esa falsificación, e incluso el informe contable respectivo. Lo anterior, con fundamento en que a juicio de la falladora esa “prueba científica”, si bien deseable, no se requería para la plena demostración del ilícito contra la fe pública, en virtud al principio de libertad probatoria que orienta nuestro derecho penal; y, finalmente (iv) resaltó la prueba indiciaria que se cernía en contra de QUINTERO RENGIFO, porque muchos datos aportados al juicio eran indicativos de su participación en la falsedad documental, entre ellos: el de presencia por haber laborado allí por la época de las apropiaciones; el de oportunidad para delinquir en consideración al cargo que ocupaba -asesor de registro-; y el de tenencia de los recibos de pago, por ser éstos los que alteraba. 
Por lo anterior, dispuso: (i) declarar penalmente responsable al justiciable QUINTERO RENGIFO en congruencia con el cargo de falsedad en documento privado presentado en la acusación; (ii) imponerle una pena principal aflictiva de la libertad equivalente a dieciséis (16) meses de prisión; igualmente, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso; y (iii) concederle el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por un período de prueba de tres años y bajo caución prendaria.
1.5.- La defensa no compartió esa determinación y la apeló, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta Corporación para resolver la impugnación.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
- Recuerda que para condenar se requiere la plena prueba de la infracción y de la responsabilidad, lo que no quedó establecido en el juicio para el caso presente.

- A la jueza le bastaron los testimonios que al unísono señalaban al acusado como falsificador. Se habla del testimonio presencial de GLORIA SIRYANI HERNÁNDEZ, persona ante la cual su prohijado presentó dos recibos con la causal por la causal por la cual se anulaba; igualmente, de indicios tales como: de presencia, de oportunidad para delinquir, y tenencia de recibos de pago o de caja adulterados. Sin embargo, eso no es suficiente, porque si bien él admitió la apropiación, no hay prueba material de la alteración de esos documentos que se anuncian.
- La sana crítica la compone la lógica, la ciencia y la experiencia, motivo por el cual se necesitaba un medio auxiliar, una pericia a efectos de evitar la arbitrariedad en el análisis. Eran necesarios medios de conocimiento especiales para determinar la falsedad, pero de estos adolece el proceso. Eso no se podía probar por medio de testigos.
- Es verdad que no hay la tarifa legal y que en nuestro ordenamiento rige la libertad probatoria, pero existen situaciones muy específicas para cuya demostración sí se requiere la prueba pericial.

- Se le imputó la falsedad en documento privado, pero se pregunta: ¿cuál falsedad se demostró? Lo único que se sabe es que fueron presentados varios documentos de los cuales se afirma están alterados, pero la testigo que los introdujo no manifestó cuáles de esos documentos fueron los adulterados por él. No se individualizó el o los documentos presuntamente falsificados, razón por la cual no se sabe cuáles de los recibos aportados son falsos y no podemos presumir que todos lo sean. La obligación era demostrar la existencia de al menos un documento falso introducido al tráfico comercial y que hubiera afectado una relación jurídica determinada.
- No existe un estudio contable de la Cámara de Comercio. Era indispensable un cotejo entre el documento normal y el documento falso a efectos de determinar que realmente eran espurios; además, para saber si la firma que allí aparece realmente es la que acostumbra JUAN CARLOS QUINTERO.
- Bien pudo suceder que allí constara algo cierto y real, de donde se estaría atribuyendo una responsabilidad inexistente. De allí lo indispensable de la prueba pericial, porque existen situaciones en las cuales no bastan los testimonios, piénsese -dice- en la necropsia o en el estudio balístico para establecer si un arma funciona.
- La señora Juez no estaba en capacidad de determinar con su personal experiencia si se dio una falsedad, requería del auxilio de peritos. Por demás, la falladora no tuvo en cuenta la sana crítica, ni las reglas de la experiencia o de conocimiento, entre otras razones porque aquí no valen las generalidades y se hacía indispensable contar con las reglas de la ciencia.

- El proceso disciplinario adelantado en contra de su representado y en el cual supuestamente él admitió responsabilidad, es una prueba de referencia. Tampoco testificó en juicio como para hablar de admisión del hecho. Es verdad que pagó perjuicios, pero eso no es sinónimo de responsabilidad, así lo tiene establecido la jurisprudencia.

- En la entidad afectada se habló de una pérdida de dos millones de pesos, pero cuando se le preguntó sobre el particular al Secretario de la Cámara de Comercio -quien denunció-, manifestó que sí hicieron auditoría pero que era muy difícil determinar la cuantía porque hubo fallas en el sistema contable del organismo. Entonces -se pregunta- ¿cómo pensar que los documentos eran soporte suficiente para establecer la ilicitud? Aquí hay una duda insalvable.

2.2.- Fiscal -no recurrente-

- Rememora los acontecimientos para resaltar que la Fiscalía inició la investigación por dos conductas: hurto agravado y falsedad en documento privado.

- En la audiencia de imputación aceptó el hurto pero no la falsedad, motivo por el cual se rompió la unidad procesal. Al ser la cuantía inferior a los 150 s.m.l.m.v., entonces el caso pasó a una Fiscalía local.
- En esos términos, la falsedad que aquí se juzga es una ilicitud paralela a la apropiación de dineros que ya fue aceptada por el acusado. El documento que demuestra la cancelación es el recibo de pago; en consecuencia, al haber apropiación, necesariamente tenía que alterarse el recibo. 

- Fueron aportados recibos en originales y en copias, cuyo común denominador es el aquí procesado, porque allí aparece su intervención.

- El hecho de solicitar la anulación y luego reimprimir el mismo documento con otros datos en los recibos de pago, es falsedad, porque se estaba distorsionando la verdad de lo sucedido. Lo anterior es evidente por cuanto él necesitaba ocultar las apropiaciones irregulares.
- Considera que sustentó en debida forma su teoría del caso, con fundamento en la libertad probatoria autorizada en nuestra codificación adjetiva. Lo dicho, por cuanto a su entender aquí no era necesaria una prueba pericial, dado que, como lo admitió la juez de primer grado, era suficiente la prueba de la solicitud de anulación de los recibos y su ulterior reimpresión. Además, hay prueba de la responsabilidad por cuanto él era el único interesado en ella, los indicios así permiten concluirlo.

En esos términos solicita la confirmación del fallo confutado.
3.- La Decisión

Nos hallamos en presencia de un trámite derivado del rompimiento de la unidad procesal por causa de una aceptación parcial de responsabilidad. En efecto, el aquí involucrado al momento de efectuarse la imputación por todos los hechos puestos de presente a la judicatura, admitió ser el autor de un delito contra el patrimonio económico en cabeza de la Cámara de Comercio de esta capital, mas no de haber infringido el tipo penal de falsedad en documento privado que se endilgó como concursante.
Pues bien, ante esa no admisión de cargos por este específico comportamiento, se agotaron todas las etapas procesales atinentes al juicio oral, sin que haya sido alegada ni la Sala lo vislumbre, causal de nulidad alguna que nos obligue a retrotraer lo actuado a estadios ya superados. 

Tenemos asignada la competencia por la índole del punible, por su lugar de comisión, y por tratarse de una decisión de fondo que puso término al debate público frente a la cual una parte legitimada para oponerse lo hizo de manera oportuna. 
Acerca de los motivos del disenso, el inconformismo se concentra en el no aporte por el ente fiscal de prueba técnica que corrobore las aserciones testimoniales en cuanto a la existencia de documentos espurios elaborados por el hoy acusado. 

Al decir de la defensa, la jueza falló con fundamento única y exclusivamente en las versiones de los directivos y personal de la entidad afectada, sin miramiento alguno en cuanto a si de verdad se tenía prueba científica de esa ilicitud. Echa de menos el letrado: una experticia grafotécnica para el cotejo entre documentos dubitados y no dubitados, igualmente para confrontar las grafías de su cliente con las que obran en los recibos redargüidos de falsos; también, un ejercicio contable que diera fe del verdadero faltante y los métodos utilizados para la defraudación en el interior de ese organismo.
En esos términos, al Tribunal le corresponde definir: (i) si para el caso concreto esa prueba científica era indispensable, o por el contrario, se hacía suficiente con la testimonial obrante en el juicio; y (ii) si en realidad está demostrada la materialidad de la infracción y la responsabilidad del inculpado como fue la conclusión a la que arribó la primera instancia.
Para el Tribunal, hay dos aspectos que se deben dejar esclarecidos desde ya:
Lo primero, es la existencia de la teoría del delito medio y el delito fin que da cuenta de la íntima e indisoluble correlación entre uno y otro para la conformación del concurso delictual, punto acerca del cual la jurisprudencia ha sido uniforme en señalar:
“La última observación conduce a formular otra premisa necesaria que consiste en afirmar la existencia de delitos ligados por relación de medio a fin, o como dicen algunos autores, por vínculos de instrumentalidad en cuanto uno de ellos es factor o instrumento para la ejecución del otro [...] Esta instrumentalidad implica necesariamente una dirección de la voluntad de quien ejecuta el delito medio hacia la comisión del delito fin”

Se trata de un vínculo inescindible que obliga a concluir, sin alterar las reglas de la lógica, que quien participa activamente en el delito instrumental se involucra en el resultado antijurídico, y viceversa, quien tiene compromiso en el delito fin, está voluntariamente ligado con el medio utilizado para su configuración. 
Lo segundo, es que también se ha definido que no existe limitación al principio de libertad probatoria en tratándose del delito de Falsedad Documental, cuando por cualquiera de los medios probatorios legalmente permitidos se logran establecer con suficiencia sus elementos esenciales. Y más concretamente se ha hecho énfasis en que cuando la falsedad es notoria, no se hace imprescindible la prueba técnica. Textualmente se dijo en un evento de falsedad en documento público, obviamente aplicable también al caso de los documentos privados como es el que aquí nos convoca:
“Por regla general en el derecho procesal penal Colombiano no existe tarifa legal, sino que de acuerdo con los artículos 253 y 254 del Decreto 2700 de 1991 (arts. 237 y 238 de la Ley 600 de 2000), cualquier medio probatorio, a menos que la ley exija prueba especial, resulta apto para demostrar los elementos constitutivos del delito, la responsabilidad del procesado o la cuantía de los perjuicios, y que su valoración corresponde hacerla al funcionario judicial conforme a las reglas de la sana crítica; por tanto, es palmario, que en tratándose de los delitos de falsedad material de documento público como el que aquí se investiga, la demostración de su materialidad no hace imprescindible el dictamen de perito que así lo establezca”
 
No hay por tanto duda alguna en cuanto a que es perfectamente posible llegar al pleno convencimiento de la alteración de la verdad en un documento sin requerir la ayuda de expertos que den fe de su adulteración.
Para el caso que concita nuestra atención, varias circunstancias confluyen en forma concatenada a sostener la tesis de la demostración por otras vías probatorias de la autoría en la falsedad documental, veamos: 
· Sí hubo un faltante derivado de una acción delictiva, nadie pone en duda ese aserto, aunque podría llegarse a discutir la cuantía. Hubo un estudio de auditoría y se pudo comprobar de manera fehaciente la relación de los recibos en los cuales se detectaron anomalías.
· El responsable de ese desfalco lo fue QUINTERO RENGIFO; así lo admitió libre, voluntaria y debidamente asistido, razón por la cual recibió una condena. 
· Se supo de los métodos utilizados para lograrlo, entre ellos: la anulación del recibo de pago original con diversas excusas ante la Jefe de Control Interno, con la consiguiente reimpresión de uno nuevo con datos diferentes para poder realizar la apropiación.
· JUAN CARLOS QUINTERO estaba forzado a ejecutar la alteración para lograr su cometido, porque obviamente debía ocultar el faltante ante los ojos de sus superiores.   
Si lo anterior es así, sin equívoco alguno, entonces fácil se advierte que no era indispensable disponer un cotejo entre el original de los recibos de pago entregados a los clientes con aquellos otros que reimprimió y utilizó para esos fines protervos, porque no estamos en presencia de una falsedad por yuxtaposición, sino de una falsedad ex novo, lo cual traduce que se trata de una creación integral que posee un contenido no material sino ideológicamente falso. 
En otras palabras, no se hacía indispensable comparar el recibo que se obtuvo por reimpresión con ningún otro, ni siquiera con el originalmente expedido, porque como ya se dijo, partimos del supuesto indiscutido de haberse dado una real apropiación indebida, esto es, que lo entregado al empleado por razón de sus funciones no fue lo que él dejó depositado en las arcas de la entidad a la cual servía.
Es por supuesto entendible, que el funcionario no podía hacer entrega a la Jefe de Control Interno en el arqueo de caja al final del ejercicio contable, de un documento en el cual constara la consignación de una suma superior a la efectivamente recibida, de allí que ingenuo es suponer que QUINTERO RENGIFO sí es autor de un delito contra el patrimonio económico, pero que no tuvo que alterar ni por sí ni por interpuesta persona ninguno de los instrumentos dispuestos para esas transacciones en el interior de la entidad afectada.
Tampoco se hacía forzosa una comparación entre los rasgos manuscriturales que allí reposan, con la grafía perteneciente al hoy acusado, no sólo por ser ésta bien conocida por todo el personal que allí labora y que rindió testimonio en juicio para decir que el solicitante de toda esa cantidad de anulaciones no era nadie diferente a QUINTERO RENGIFO; sino porque el responsable del desfalco tenía que ser el mismo funcionario que caviló, programó y puso en marcha todos esos singulares métodos para ejecutar la apropiación finalmente detectada.
Como bien lo dijo la sentenciadora, no se hacía necesario individualizar cada documento a efectos de saber cuántos con precisión fueron creados con igual finalidad, porque se parte del entendido que la Fiscalía sólo le imputó una sola falsedad, no el concurso homogéneo en que supuestamente incurrió. De igual modo, el que no haya sido posible precisar exactamente la cuantía por problemas en el manejo contable o porque no todos los clientes potencialmente afectados habían hecho su reclamación a tiempo, no significa que no haya existido el aludido desfalco ni la alteración de la documentación respectiva en los términos anunciados al unísono por todos los funcionarios que de algún modo ejercían control a la labor desempeñada por JUAN CARLOS QUINTERO como Asesor de Registro.

Basta decir que él tenía dentro de sus funciones la atención de los usuarios que llegaban a solicitar los trámites registrales, vendía y expedía los diferentes tipos de certificados y formularios, amén de ser él quien ilustraba a los clientes acerca de la forma en que debían proceder, con el consiguiente recaudo de dineros. Pero además y para cerrar el círculo, no fue alguien diferente a él quien se dirigió, con la autoridad que le daba su cargo, a solicitar las anulaciones en los términos en que lo dio a conocer la Jefe de Control, como método efectivo para lograr las apropiaciones ya reconocidas judicialmente.
Así las cosas, el Tribunal no puede menos que avalar el pensamiento esbozado por la Juez de conocimiento en su fallo y por tal motivo le dará confirmación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de impugnación. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� C.S.J., Casación Penal, Sentencia de febrero 24 de 1981.


� C.S.J., proceso No 16352, Sentencia 15-05-2003.
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